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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica


San José, del 10 de noviembre de 2015

DJ-AJ-1549-2015

Licenciado
Bernal Cisneros Herra

Jefe a.i del Subproceso de Egresos

Del Macroproceso Financiero Contable
S.  D.

Estimado señor: 

En atención al correo electrónico del 29 de octubre del año en curso, en el que se señalan “las posibles observaciones al criterio legal, en relación con las incapacidades de la CCSS”. Se le remite el siguiente informe.
I. Observaciones sugeridas por el Macroproceso Financiero Contable, en relación con el Informe N° DJ-AJ-1339-2015 del 29 de setiembre de 2015, de esta Dirección.
En cuanto a la primera observación, en la que se advierte “necesario se considere como parte de la Normativa:

· Lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión Nº 71-12 celebrada el 7 de agosto del 2012, artículo XXVIII, se aprobaron las siguientes políticas a efecto de disminuir las sumas pagadas de más por concepto de remuneraciones:

‘“a) Se autoriza al Departamento de Personal para que los permisos sin goce de salario, los traslados, los ascensos, descensos, permutas y similares que generen sumas de más, los aplique en la misma quincena en que se producen o en el período siguiente en que ello sea posible. Debe entenderse que en la mayoría de los casos existe consentimiento informado por parte del servidor o servidora de que dicho rebajo procede oficiosamente en el período inmediato de aplicación. (la negrita no pertenece al texto original).
b) Se autoriza al  Departamento de Personal para que rebaje el salario conforme lo establece el artículo 172 del Código de Trabajo, en los casos en que no se logre un arreglo satisfactorio con los servidores o servidoras  judiciales por recuperación de  sumas  giradas de más.

c) Será obligación de los jefes de oficina de comunicar en el plazo de un día las solicitudes de permiso sin goce de sueldo que presenten los subalternos.  En caso de que por negligencia o de común acuerdo con el servidor o servidora interesada, se traslada la gestión de forma extemporánea y se genera una suma de más, se aplicará el régimen disciplinario […].”’ (los corchetes no pertenecen al texto original).
“El Departamento de Personal reiterara a los servidores de la Sección de Administración Salarial que tienen relación con la eventual generación de sumas giradas de más, su responsabilidad legal, disciplinaria y administrativa en caso de que se presenten estos giros de más”. 
“Asimismo, se hizo ese acuerdo de conocimiento de la Contraloría General de la República.”

· “Reglamento general para el control y recuperación de acreditaciones que no corresponden”, emitido por el Ministerio de Hacienda, el cual ha sido incorporado, por la Corte Plena, Consejo Superior, en varios reglamentos, tales como: zonaje, incentivos, plan de vacaciones y otros”.

Este Órgano Jurídico, por Oficio N° DJ-AJ-1399-2015 del 9 de octubre de 2015, -bajo la inteligencia de las políticas institucionales a) y b), por ser las de interés para el caso que nos ocupa-, señaló que “los rebajos contra las personas servidoras judiciales únicamente proceden: en al menos cuatro tractos, conforme el numeral 173 del Código de Trabajo, en caso de anticipos o pagos en exceso -mediante el procedimiento administrativo respectivo- o bien, de manera oficiosa, en un solo tracto, ante la cobertura del Poder Judicial de las obligaciones o deducciones de ley que corresponden a la persona trabajadora, las cuales deben ser consideradas y rebajadas como montos “por concepto de subsidio, ya sea en la quincena de pago que se encuentre al corte o bien en la quincena siguiente inmediata o posteriores -según sean los factores temporales de aplicación para el pago calendarizado de la planilla- a favor de la partida pertinente pues, como se mencionó, esas sumas corresponden a obligaciones que de todas maneras, en su momento, la persona servidora judicial debe afrontar, por lo que las mismas no pueden ser consideradas como deudas por anticipos o pagos realizados en exceso por parte de su patrono.” (Informe N° DJ-AJ-1339-2015 del 29 de setiembre de 2015 de esta Dirección, y la negrita no pertenece al texto original), pero siempre en el entendido de que el Poder Judicial podrá realizar tales deducciones a la persona servidora que ha sido incapacitada, únicamente limitándose al monto que la CCSS ha procedido a depositar por concepto de subsidio, sin que sea posible rebajar a tal servidor o servidora, un concepto que no ha recibido, sino que será el Poder Judicial -quien por obligación legal, complete hasta el cien por ciento del salario-. Escenario ante el cual, es la CCSS quien se convierte en deudora de la institución y en virtud de lo dispuesto en el artículo 803 del Código Civil, al pagar el Poder Judicial lo que le correspondía a la CCSS, este Poder tiene el derecho a repetir lo pagado en contra de esa entidad”.
Lo anterior, en concordancia con las mencionadas políticas institucionales, de donde se desprenden –también- la citada autorización y atribución de la Dirección de Gestión Humana de proceder con los rebajos que generen sumas de más, previa comunicación y consentimiento de la persona servidora judicial que será ejecutada, de manera oficiosa, en el período inmediato de aplicación quincenal.
Sin embargo, el monto cubierto por parte de la Institución –a favor de la persona servidora judicial-, no debe verse como una suma de más, sino como un rebajo por concepto de subsidio-, “ante la cobertura del Poder Judicial de las obligaciones o deducciones de ley que corresponden a la persona trabajadora, las cuales deben ser consideradas y rebajadas como montos “por concepto de subsidio, ya sea en la quincena de pago que se encuentre al corte o bien en la quincena siguiente inmediata o posteriores -según sean los factores temporales de aplicación para el pago calendarizado de la planilla- a favor de la partida pertinente […]”.
De manera que, solo en casos muy excepcionales -como por pagos en demasía en alguno de los componentes salariales o cualquier otro sobresueldo que no corresponda a la persona servidora judicial-, debe la Dirección de Gestión Humana proceder con el correspondiente rebajo o deducción, bajo la forma y los términos señalados por el numeral 173 del Código de Trabajo -y demás normativa relacionada-, tomando en consideración la fórmula establecida en el artículo 172 ibídem –todas de aplicación supletoria-, para esos efectos:
“ARTICULO 172.-

Son inembargables los salarios que no excedan del que resultare ser el menor salario mensual establecido en el decreto de salarios mínimos, vigente al decretarse el embargo. Si el salario menor dicho fuere indicado por jornada ordinaria, se multiplicará su monto por veintiséis para obtener el salario mensual. 

Los salarios que excedan de ese límite son embargables hasta en una octava parte de la porción que llegue hasta tres veces aquella cantidad y en una cuarta del resto. 

Sin embargo, todo salario será embargable hasta en un cincuenta por ciento como pensión alimenticia. 

Por salario se entenderá la suma líquida que corresponda a quien lo devengue una vez deducidas las cuotas obligatorias que le correspondan pagar por ley al trabajador. Para los efectos de este artículo las dietas se consideran salario. 

Aunque se tratare de causas diferentes, no podrá embargarse respecto a un mismo sueldo sino únicamente la parte que fuere embargable conforme a las presentes disposiciones. 

En caso de simulación de embargo se podrá demostrar la misma en incidente creado al efecto dentro del juicio en que aduzca u oponga dicho embargo. Al efecto los tribunales apreciarán la prueba en conciencia sin sujeción a las reglas comunes sobre el particular. Si se comprobare la simulación se revocará el embargo debiendo devolver el embargante las sumas recibidas”. 
(Así reformado por el artículo 2º de la ley N°  6159 de 25 de noviembre de 1977). 
Por su parte, en relación con la segunda observación, donde se sugiere “Se debe incluir también, la norma operativa para el Servicio de Deducciones Automáticas y Recuperación de Sumas de Gestión Humana”, este Órgano Jurídico, en el mencionado Oficio N° DJ-AJ-1399-2015 del 9 de octubre de 2015, indicó que, en virtud de que en el “Informe N° DJ-AJ-1339-2015 del 29 de setiembre de 2015, se señalaron datos desactualizados de los porcentajes que corresponden a las deducciones de ley, y siendo que también existe una Norma Operativa para el Servicio de Deducciones Automáticas del Poder Judicial de aplicación para las personas servidoras judiciales activas, bajo una mejor ponderación, conforme el artículo 11 del Reglamento de la Dirección Jurídica –aprobado por la Corte Plena en sesión N° 47-14, del 6 de octubre de 2014, artículo XXXII-, se procede con la propuesta de un nuevo orden lógico para la aplicación de las deducciones, según los siguientes niveles de prelación:
1. Impuesto de Renta.

2. Deducciones de Ley (11% Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial, 5.5% de la C.C.S.S., 1% de Ley de Protección al Trabajador, y sus eventuales incrementos).

3. Deducciones por concepto de subsidio.

4. Rebajos producto de Pensiones Alimentarias, en caso de que la persona servidora judicial las tenga.

5. Embargos.

6. Fondo de Socorro Mutuo.

7. Sumas adeudadas a la institución (RTSFPJ (%) CP y LP-FJP).

8. Otras Deducciones (tales como asociaciones, cooperativas, operaciones bancarias y otros), autorizadas por las personas servidoras judiciales a favor de terceros.

“Lo anterior sin perjuicio, de que la suma o porcentaje que el Poder Judicial debe acreditar –como salario- no sea suficiente para cubrir la totalidad de las obligaciones voluntarias y de ley, la persona incapacitada proceda con los pagos respectivos a partir del monto que recibe de la Caja Costarricense de Seguro Social, por concepto de subsidio” (Informe N° DJ-AJ-1339-2015 del 29 de setiembre de 2015 de esta Dirección, y la negrita no pertenece al texto original).

Razón por la que, al haberse incorporado al Informe N° DJ-AJ-1399-2015 del 9 de octubre de 2015 la Norma Operativa en cuestión, resulta innecesario un ulterior análisis al respecto.

En cuanto a la tercera observación –en relación con las “CONCLUSIONES” del Informe N° DJ-AJ-1339-2015 del 29 de setiembre de 2015 de esta Dirección-, sobre “Valorar la redacción de este punto 3, en relación con el punto anterior 2 y 5, dado que al parecer el Poder Judicial, no puede cobrar sumas ante la CCSS, sino a través del Servidor”:

“De lo dicho se extraen las siguientes conclusiones:

· El Poder Judicial tiene la obligación legal de depositar lo necesario hasta completar el cien por ciento del salario, según lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

· El Poder Judicial puede catalogar el subsidio por incapacidad como una deducción del salario -siempre que haya sido efectivamente percibido por la persona servidora judicial que haya sido incapacitada- y puede retener dicho rubro sin que deba aplicarse lo dispuesto en el numeral 173 del Código de Trabajo. 

· En caso de que la CCSS no deposite el subsidio a la persona servidora judicial, el Poder Judicial tiene la obligación legal de pagar el cien por ciento del salario y posteriormente proceder a la recuperación de las sumas no percibidas, ante la CCSS.

· Se puede establecer un orden de prelación de deducciones como el propuesto, lo que puede someterse a conocimiento del Consejo Superior para lo que a bien tenga resolver.

Se estima conveniente establecer un convenio con la CCSS a fin de contar con las bases de datos o sistemas que permitan enterar a la institución, sobre el momento en que la persona servidora judicial que haya sido incapacitada, percibe el subsidio por parte de la CCSS y que de esta forma, se puedan hacer las deducciones correspondientes en el tiempo debido”. (el subrayado no pertenece al texto original).
Se debe recalcar que, tal como se indicó en el tan mencionado Oficio N° DJ-AJ-1399-2015 del 9 de octubre de 2015, por principios de Legalidad y Legalidad Presupuestaria, el Poder Judicial tiene la obligación constitucional de:
“[…] velar por el adecuado uso y disposición de los fondos públicos asignados a su presupuesto, para el cumplimiento de los fines –igualmente públicos- que tiene por encargo.

De ahí que, una vez “Realizada la verificación del Poder Judicial, con respecto a la diferencia entre el monto calculado para pago, respecto a las sumas dinerarias reintegradas por la CCSS (punto N.° 4 de este Oficio), de determinarse que existe una diferencia en contra de esta Institución”, debe el Poder Judicial recuperar las sumas por él cubiertas, que no le correspondía erogar, mediante las diligencias cobratorias necesarias para el reintegro de lo pagado.

Es decir, en los casos donde la Caja Costarricense de Seguro Social deba cancelar el porcentaje que le corresponde –por lo general un 60%-, y no lo realice a tiempo o del todo no lo acredite a favor de la persona incapacitada, el Poder Judicial, por mandato legal del artículo 42 de su Ley Orgánica N° 7333, en todo caso, debe proceder a cubrir ese monto o porcentaje –que corresponde a la Caja-, más lo proporcional a su deber, y otorgar así el 100% del salario que devenga la persona incapacitada, generándose, como consecuencia, la obligación del Poder Judicial de recuperar las sumas por él cubiertas –en lugar de la CCSS-, para cumplir con su responsabilidad de buen administrador del erario.

Responsabilidad que se deriva del principio de Responsabilidad Objetiva de la Administración, que tiene su fundamento en el inciso 1) del numeral 203 de la Ley General de la Administración Pública N° 6227, al señalar que “La Administración deberá recobrar plenariamente lo pagado por ella para reparar los daños causados a un tercero […]”, de manera que el Poder Judicial debe dirigir su actuación, a la debida recuperación de las sumas que canceló en el lugar de la CCSS.

Lo anterior, de conformidad con el artículo 803 del Código Civil, en cuanto que “El que, por error de hecho o de derecho, o por cualquier otro motivo, pagare lo que no debe, tendrá acción para repetir lo pagado”, que tiene lugar por aplicación supletoria del Derecho Privado, conforme lo establece el numeral 13 de la mencionada Ley General de la Administración Pública: “1. La Administración estará sujeta, en general, a todas las normas escritas y no escritas del ordenamiento administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos ni desaplicarlos para casos concretos”.

De manera que, al no encontrar esta Dirección motivos para variar ese criterio, se confirma lo señalado en el referido Informe N° DJ-AJ-1399-2015 del 9 de octubre de 2015.
II. Observaciones sugeridas por el Macroproceso Financiero Contable, en relación con el Informe N° DJ-AJ-1399-2015 del 9 de octubre de 2015, de esta Dirección.
Se prescinde de la Primera Observación –que a continuación se cita- por coincidir con la observación número uno -al Informe N° DJ-AJ-1339-2015- analizada líneas atrás: 
“[…] Tal y como se indicó anteriormente, es necesario se considere: 

· Lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión Nº 71-12 celebrada el 7 de agosto del 2012, artículo XXVIII, se aprobaron las siguientes políticas a efecto de disminuir las sumas pagadas de más por concepto de remuneraciones:

“a) Se autoriza al Departamento de Personal para que los permisos sin goce de salario, los traslados, los ascensos, descensos, permutas y similares que generen sumas de más,  los aplique en la misma quincena en que se producen o en el período siguiente en que ello sea posible.  Debe entenderse que en la mayoría de los casos existe consentimiento informado por parte del servidor o servidora de que dicho rebajo procede oficiosamente en el período inmediato de aplicación.

b) Se autoriza al  Departamento de Personal para que rebaje el salario conforme lo establece el artículo 172 del Código de Trabajo, en los casos en que no se logre un arreglo satisfactorio con los servidores o servidoras  judiciales por recuperación de  sumas  giradas de más.

c) Será  obligación de los jefes de oficina de comunicar en el plazo de un día las solicitudes de permiso sin goce de sueldo que presenten los subalternos.  En caso de que por negligencia o de común acuerdo con el servidor o servidora interesada, se traslada la gestión de forma extemporánea y se genera una suma de más, se aplicará el régimen disciplinario.”

El Departamento de Personal reiterara a los servidores de la Sección de Administración Salarial que tienen relación con la eventual generación de sumas giradas de más, su responsabilidad legal, disciplinaria y administrativa en caso de que se presenten estos giros de más. Asimismo, se hizo ese acuerdo de conocimiento de la Contraloría General de la República.”

· “Reglamento general para el control y recuperación de acreditaciones que no corresponden”, emitido por el Ministerio de Hacienda, el cual ha sido incorporado, por la Corte Plena,  Consejo Superior, en varios reglamentos, tales como: zonaje, incentivos, plan de vacaciones y otros”.

Seguidamente, en relación con la observación sobre la consulta dirigida a la Contraloría General de la República, en el que:
· Con correo electrónico de fecha 06 de octubre de 2015, el Lic. Edmar Cano Guerra, Jefe de la Unidad de Administración Financiera de la Contraloría General de la República, indicó con respecto al procedimiento aplicado en el trámite de las incapacidades de los empleados de ese Ente Contralor, que: “[…] en materia de recuperaciones que usted señala en el correo, le indico que en las planillas se procede a rebajar el subsidio pagado por la CCSS por concepto de incapacidades, y las planillas se registran tanto presupuestaria como contablemente una vez rebajadas dichas incapacidades, pues tales sumas nunca ingresan a esta institución y quedan como recursos presupuestarios disponibles. Como el subsidio pagado por la CCSS no corresponde a desembolsos realizados por Caja Única, éste no representa una cuenta por cobrar y por lo tanto no tiene registros contables ni presupuestarios. En forma general, es importante aclarar que esta CGR no recibe en sus cuentas bancarias, los fondos procedentes del presupuesto, sino que los trámites se realizan a través de la Tesorería Nacional.”

En razón, que el Poder Judicial de igual forma no recibe sus recursos en las cuentas bancarias, sino que se realiza a través de la Tesorería Nacional, se solicita se valore el contenido de lo indicado por la Contraloría General de la República y el instructivo de Incapacidades de dicho Ente Contralor, el cual fue enviado a esa Dirección según correo adjunto.

Se tiene lo siguiente.

El numeral 42 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 7333 –del 5 de mayo de 1993-, establece que "Cuando un servidor judicial sea incapacitado por enfermedad, la Dirección Ejecutiva tramitará la licencia con goce de sueldo”. Y, en iguales términos, el ordinal 44 de ese mismo cuerpo normativo establece que: “Toda servidora judicial en estado de gravidez tendrá derecho a licencia con su salario completo por cuatro meses, distribuidos un mes antes y tres meses después del parto. Durante ese período, se pagará a la respectiva servidora en la forma dispuesta en el artículo 42 de esta Ley, y la Corte le garantizará los derechos acordados en el artículo 97 del Código de Trabajo”.
Asimismo, la Sala Constitucional, haciendo referencia a la naturaleza jurídica y presupuestaria de la licencia con goce de sueldo otorgada a las personas servidoras judiciales, en virtud de incapacidad por enfermedad o licencia por maternidad, por resolución N° 2014-20473 del 18 de diciembre de 2014, dispuso:

“XII.- A partir del desarrollo jurisprudencial hecho la Sala en cuanto al principio de igualdad -supra Considerando IX- y a la seguridad social -supra Considerando XI- este Tribunal estima que, en el presente caso, no hay una lesión al artículo 33 de la Constitución Política. El legislador ordinario, dentro del conjunto más o menos amplio de opciones que tenía a su disposición al momento de reformar la Ley Orgánica del Poder Judicial, estimó pertinente mantener como pago periódico producto de la incapacidad por enfermedad de los servidores judiciales una licencia con goce de salario. Para este Tribunal, dicho pago periódico resulta razonable ya que en materia laboral los beneficios que se establezcan en favor de los trabajadores, encuentran sustento en los principios de solidaridad humana y justicia social que contiene el artículo 74 de la Constitución Política, sea que los trabajadores pueden ser acreedores de garantías adicionales. El Estado Costarricense, de conformidad con el marco político social y económico de nuestra Constitución, puede disponer de una mayor protección y cobertura social. El otorgar una licencia con goce de salario como el pago periódico a un servidor judicial incapacitado resulta razonable y adecuado para el logro da la finalidad que se persigue, cual es protegerlo frente a una situación adversa e involuntaria que le impide trabajar y obtener los medios para satisfacer sus necesidades. En consecuencia, la acción también debe ser desestimada en cuanto a este extremo.
XIII.- Sobre los artículos 176 y 180 de la Constitución Política y los alegatos en materia presupuestaria.- Las normas impugnadas de la Ley Orgánica del Poder Judicial disponen el pago de una licencia don goce de salario con motivo de una incapacidad por enfermedad; situación que, hasta el momento, este Tribunal ha considerado constitucional. Tomando en consideración lo anterior y en aplicación del principio de legalidad -articulo 11 de la Constitución Política y artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública- la Sala aprecia que la administración del Poder Judicial está obligada a incluir dentro de la partida presupuestaria “Remuneraciones” el monto correspondiente al pago de incapacidad por enfermedad. Lleva razón la Presidencia de la Corte en que, de acuerdo a las disposiciones legales vigentes en este momento, no podría ser de otra manera ya que el legislador ordinario así lo dispuso. Esta Sala aprecia que no hay lesión al artículo 176 de la Constitución Política ni a los principios de publicidad y transparencia ya que el monto correspondiente al pago de la incapacidad por enfermedad se encuentra contemplado en todos y cada una de las sub partidas y reglones presupuestarios que contemplan el pago del salario. Mal haría este Tribunal en pretender la incorporación de dicho pago en cualquier otra partida, subpartida o reglón presupuestario, por cuanto ello sí implicaría una lesión al artículo 176 constitucional. Por otra parte la accionante funda la posible violación al artículo 180 de la Constitución Política en la sentencia de esta Sala número 08710-99 de las quince horas con dieciocho minutos del once de noviembre de mil novecientos noventa y nueve. Sobre este punto es necesario precisar que en aquella oportunidad la Sala estimó que sí había una violación al artículo 180 constitucional ya que se trataba de la inclusión de cuatro partidas, en las que no se especificaba el destino que iba a ser dado a los recursos, dentro del Presupuesto Nacional para el ejercicio económico del año mil novecientos noventa y nueve. Sin embargo, contrario a lo sostenido por la accionante, en el caso de las normas impugnadas el destino dado a los recursos sí está plenamente identificado y concretizado: el pago de la licencia con goce de salario por incapacidad. En consecuencia, se da cabal cumplimiento al principio de especificación presupuestaria y al límite cualitativo ya que de la partida remuneraciones se utiliza exclusivamente para el pago de salarios, ya sea que el servidor judicial se encuentre incapacitado o no. Finalmente, si la accionante considera que las normas impugnadas violentan las disposiciones del Decreto Ejecutivo número 34325-H “Clasificador Presupuestario por Objeto del Gasto del Sector Público”, ello no corresponde ser analizado en esta sede -supra Considerando VII-. En consecuencia, la acción también debe ser desestimada en cuanto a estos extremos”.
De modo que, nos encontramos ante una circunstancia particular en cuanto a la naturaleza jurídica y presupuestaria del concepto de incapacidad, que genera una consecuencia distinta para las personas trabajadoras del Poder Judicial en relación con las y los trabajadores de la Contraloría General de la República, pues, mientras en el Ente Contralor –la incapacidad- implica el pago de un subsidio pagado por la Caja Costarricense del Seguro Social, sin que el órgano contralor deba erogar pago adicional alguno, en el Poder Judicial –el concepto de incapacidad- se traduce en el pago de una licencia con goce de salario, por lo que no resulta viable ni jurídicamente posible la adopción, a lo interno de esta Institución, de los mecanismos y disposiciones establecidos en el “Instructivo del Subproceso de Incapacidades” de la Contraloría General de la República.
Asimismo, tal como se indicó en el Informe N° DJ-AJ-1339-2015 del 29 de setiembre de 2015, “Se estima que debe quedar claro también que en el supuesto de que la Caja Costarricense de Seguro Social no realice el pago de lo correspondiente al porcentaje que debe otorgar por concepto de subsidio, deberá el Poder Judicial pagar lo necesario hasta completar el cien por ciento del salario, de conformidad con lo establecido en el artículo 42 de la Ley Orgánica y proceder con los cobros respectivos ante la CCSS, con la finalidad de recuperar las sumas cubiertas por el Poder Judicial dentro de un tiempo prudencial oportuno que, a criterio de este Órgano Asesor, puede ser de un mes calendario o su equivalente a dos fechas de pago quincenal, procurando en todo caso, hacerlo efectivo antes de que opere la prescripción respectiva, pues de no hacerlo se estaría incumpliendo con la obligación de tener un adecuado manejo de recursos y ante una infracción al principio de legalidad presupuestaria y por parte de la CCSS se estaría ante un enriquecimiento ilícito”.

Es decir, particularmente en el Poder Judicial, se cancelan licencias con goce de salario en virtud de las incapacidades otorgadas a las personas servidoras judiciales, por lo que, eventualmente, en caso de que el Poder Judicial deba cubrir el monto que corresponde cancelar a la Caja Costarricense de Seguro Social –proporcional a su obligación-, a diferencia de lo que sucede en el Ente Contralor, para el Poder Judicial sí implica un desembolso económico que requiere del debido registro contable y recuperación en la partida presupuestaria correspondiente, por lo que no todas las prácticas y normativas utilizadas por otras Administraciones Públicas resultan compatibles para los efectos del control patrimonial presupuestario que corresponde a este Poder de la Republica. 
Ahora bien, en relación con la observación de: “Que conforme lo conversado en días anteriores, la labor del Macroproceso Financiero Contable, es ejecutar, las resoluciones de cobro o los acuerdos del Órgano Superior, en que disponen cobro de sumas adeudadas, las cuales fueron emitidas por los Órganos competentes según la normativa existente”, se debe apuntar que, tal como lo se indicó en el Informe N° DJ-AJ-1399-2015 del 9 de octubre de 2015, “Labor recuperadora de fondos públicos […] corresponde al Macropoceso Financiero Contable, por medio del Subproceso de Ingresos y Subproceso de Presupuesto, en virtud de los artículos 10, 13 y 15 del Reglamento Interno del Macroproceso Financiero Contable, publicado en el Boletín Judicial Nº 215-2009 del 05 de noviembre de 2009”, sin perjuicio de que deba hacerlo a partir de los insumos que brinde la Dirección de Gestión Humana para tales efectos.  
III. Conclusión

Por las anteriores consideraciones, se confirman las conclusiones señaladas en los Informes N° DJ-AJ-1339-2015 y N° DJ-AJ-1399-2015, del 29 de setiembre y 9 de octubre de 2015, respectivamente, de esta Dirección Jurídica, que se citan a continuación:
1. El Poder Judicial tiene la obligación legal de depositar lo necesario hasta completar el cien por ciento del salario, según lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

2. El Poder Judicial puede catalogar el subsidio por incapacidad como una deducción del salario -siempre que haya sido efectivamente percibido por la persona servidora judicial que haya sido incapacitada- y puede retener dicho rubro sin que deba aplicarse lo dispuesto en el numeral 173 del Código de Trabajo. 
3. En caso de que la CCSS no deposite el subsidio a la persona servidora judicial, el Poder Judicial tiene la obligación legal de pagar el cien por ciento del salario y posteriormente proceder a la recuperación de las sumas no percibidas, ante la CCSS.

4. No resulta procedente un rebajo a la persona servidora, de un rubro que no haya percibido por concepto de subsidio, sino que será el Poder Judicial quien deba actuar conforme la conclusión n° 3 y posteriormente ejercer la acción de regreso correspondiente. 

5. Se puede establecer un orden de prelación de deducciones como el propuesto, lo que puede someterse a conocimiento del Consejo Superior para lo que a bien tenga resolver.

Elaborado por

Pablo Mejía Salgado
Área de análisis jurídico

Atentamente,

Licda. Karol Monge Molina

Sub Directora Jurídica a.i.
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